SENTENCIA DE 11.9.2003 — ASUNTO C-197/99 P

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Sexta)
de 11 de septiembre de 2003 *

En el asunto C-197/99 P,

t

j
Reino de Bélgica, representado por la Sra. A. Snoecx, en calidad de agente,
asistida por M® J.-M. De Backer, G. Vandersanden y L. Levi, avocats, que
designa domicilio en Luxemburgo,

parte recurr ente,

apoyado por

Compagnie belge pour le financement de 'industrie SA (Belfin), representada por
M® M. van der Haegen, D. Waelbroeck y A. Fontaine, avocats, que designa
domicilio en Luxemburgo,

parte coadyuvante en casacién

* Lengua de procedimiento: francés.
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que tiene por objeto un recurso de casacién interpuesto contra la sentencia del
Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas (Sala Cuarta
ampliada) de 25 de marzo de 1999, Forges de Clabecq/Comisién (T-37/97, Rec.
p. I1-859), por el que se solicita que se anule dicha sentencia,

y en el que las otras partes en el procedimiento son:

Comision de las Comunidades Europeas, representada por el Sr. G. Rozet, en
calidad de agente, que designa domicilio en Luxemburgo,

parte demandada en primera instancia

Forges de Clabecq SA, sociedad en quiebra con domicilio social en Clabecq
(Bélgica),

parte demandante en primera instancia

Regién Valona

Société wallonne pour la sidérurgie SA (SWS), con domicilio social en Lieja
(Bélgica),

partes coadyuvantes en primera instancia
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EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Sexta),

integrado por el Sr. J.-P. Puissochet, Presidente de Sala, el Sr. C. Gulmann, las
Sras. F. Macken (Ponente) y N. Colneric y el Sr. J.N. Cunha Rodrigues, Jueces;

Abogado General: Sr. P. Léger;

Secretario: Sr. R. Grass;

visto el informe del Juez Ponente;

oidas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia piiblica el
6 de diciembre de 2001;

dicta la siguiente

Sentencia

Mediante escrito presentado en la Secretaria del Tribunal de Justicia el 26 de
mayo de 1999, el Reing de Bélgica interpuso un recurso de casacién, con arreglo
al articulo 49 del Estatyto CECA del Tribunal de Justicia, contra la sentencia del
Tribunal de Primera Instancia de 25 de marzo de 1999, Forges de Clabecq/
Comisién (T-37/97, Rec. p. II-859; en lo sucesivo, «sentencia recurrida»), por la
que este tltimo desestimd el recurso entablado por la sociedad Forges de Clabecq
SA (en lo sucesivo, «Clabecq») para obtener la anulacién de la Decisién
97/271/CECA de la Comisién, de 18 de diciembre de 1996, Acero CECA - Forges
de Clabecq (DO 1997, L 106, p. 30; en lo sucesivo «Decisién controvertida»),
que declaraba incompatibles con el mercado comin determinadas intervenciones
financieras en favor de Clabecq.

I-8508



BELGICA / COMISION

Marco juridico

El Tratado CECA

A tenor del articulo 4 del Tratado CECA:

«Se reconocen como incompatibles con el mercado comiin del carbén y del acero,
y quedarén por consiguiente suprimidos y prohibidos dentro de la Comunidad, en
las condiciones previstas en el presente Tratado:

c) las subvenciones o ayudas otorgadas por los Estados o los gravdmenes
especiales impuestos por ellos, cualquiera que sea su forma;

[..]»

El articulo 95, parrafos primero y segundo, del Tratado CECA dispone lo
siguiente:

«En todos los casos no previstos en el presente Tratado en que resulte necesaria
una decisién o una recomendacién de la Comisién para alcanzar, durante el
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funcionamiento del mercado comiin del carbén y del acero y de conformidad con
las disposiciones del articulo 5, uno de los objetivos de la Comunidad, tal como
estdn definidos en los articulos 2, 3 y 4, dicha decisién podrd tomarse o dicha
recomendacién podré formularse con el dictamen conforme del Consejo, emitido
por unanimidad, previa consulta al Comité Consultivo.

La misma decisién o recomendacidén, tomada o formulada de igual forma,

determinari eventualmente las sanciones aplicables.» '
b

|

}
Con el fin de responder a las exigencias de la reestructuracién del sector de la
siderurgia, la Comision se basé en las disposiciones del articulo 95 del Tratado
para establecer, a partir de comienzos de los afios ochenta, un régimen
comunitario por el que se autoriza la concesién de ayudas de Estado a la
siderurgia en determinados supuestos taxativamente enumerados. Este régimen
ha sido objeto de adaptaciones sucesivas, con el fin de afrontar las dificultades
coyunturales de la industria sidertirgica. Las decisiones adoptadas sucesivamente
a este respecto se denominan comdinmente «Codigos de ayudas a la siderurgia».

El Quinto Coédigo de ayudas a la siderurgia, establecido por la Decisién
n° 3855/91/CECA de la Comisién, de 27 de noviembre de 1991, por la que se
establecen normas comunitarias relativas a las ayudas para la siderurgia (DO
L 362, p. 57; en lo sucesivo, «Quinto Cédigo»), estuvo en vigor desde el 1 de
enero de 1992 hasta el 31 de diciembre de 1996.

Segin el articulo 1, apartado 1, del Quinto Cddigo, las ayudas a la industria
siderirgica financiadas por un Estado miembro, entes ptiblicos territoriales o por
medio de recursos estatales slo podrdn considerarse ayudas compatibles con el
buen funcionamiento del mercado comiin si se ajustan a las disposiciones de los
articulos 2 a 5 del citado Cédigo.
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El articulo 1, apartado 2, del Quinto Cddigo prevé que: «la nocién de ayuda
incluye los elementos de ayuda contenidos, en su caso, en las medidas de
financiacién tales como las tomas de participacién, dotaciones de capital o
medidas similares [...] adoptadas por los Estados miembros, los entes piiblicos
territoriales o los organismos que utilizan con este fin recursos estatales en
beneficio de empresas siderdrgicas, y que no implican la aportacién de capital a
riesgo segiin la practica normal de las sociedades en la economia de mercado».

Los articulos 2 a 5 del Quinto Cédigo prevén la posibilidad de considerar
compatibles con el mercado comin, con ciertas condiciones, las ayudas
destinadas a cubrir los gastos de las empresas siderdrgicas en proyectos de
investigacién y desarrollo, las ayudas destinadas a facilitar la adaptacion a las
nuevas normas legales de proteccion del medio ambiente de las instalaciones en
servicio al menos dos afios antes de la entrada en vigor de estas normas, las
ayudas en favor de las empresas que abandonen definitivamente su actividad de
produccién sidertirgica CECA y las destinadas a cubrir las indemnizaciones
pagadas a la mano de obra que hubiere quedado disponible o que se hubiere
jubilado anticipadamente, asi como determinadas ayudas a empresas establecidas
eri Grecia, Portugal y en el territorio de la antigua Repiiblica Democritica
Alemana.

El Quinto Cédigo no autoriza ni las ayudas de funcionamiento ni las ayudas de
reestructuracion, salvo cuando se trate de ayudas para el cierre.

El articulo 6, apartado 2, del Quinto Cddigo establece que la Comisién serd
informada con la suficiente antelacién de cualquier proyecto de intervencién
financiera de los Estados miembros, entes piblicos territoriales o de organismos
que utilicen recursos del Estado en beneficio de las empresas sideriirgicas.
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Con arreglo al articulo 6, apartado 4, del Quinto c6digo:

«Si, después de haber emplazado a los interesados para que presenten sus
observaciones, la Comisién comprueba que una ayuda no es compatible con las
disposiciones de la presente Decision, informari al Estado miembro interesado de
su decisién. La Comisién tomara una decisién a mds tardar tres meses después de
la recepcién de las informaciones necesarias para permitirle apreciar la ayuda de
que se trate. Las disposiciones del articulo 88 del Tratado se aplicardn en caso de
que el Estado miembro no cumpliere esta Decisién. El Estado miembro interesado
podrd ejecutar las medidas proyectadas previstas en los apartados 1 y, 2
Ginicamente con aprobacién de la Comisién y con arreglo a las condiciones
fijadas por ella.»

Hechos que originaron el litigio y Decisién controvertida

Los hechos que han dado lugar al litigio, tal y como resultan de los apartados 6 a
21 de la sentencia recurrida, son los siguientes.

Clabecq era una empresa sidertirgica belga que, en la época en que desarrollaba
su actividad, producia acero liquido y productos acabados planos.

Durante la primera mitad de los afios ochenta, se elaboré un plan de
relanzamiento para Clabecq y, en ese contexto, le fueron concedidos varios
préstamos por dos sociedades belgas, la Societé nationale de crédit a P'industrie
(en lo sucesivo, «<SNCI») y la Compagnie belge pour le financement de I'industrie
SA (en lo sucesivo, «Belfin»).
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SNCI habia concedido cuatro préstamos a Clabecq:

— el primer préstamo, que ascendia a 1.500 millones de BEF, comprendia:

— un primer tramo de 820 millones de BEF,

— un segundo tramo de 680 millones de BEF;

— el segundo préstamo ascendia a 850 millones de BEF;

— el tercer préstamo se elevaba a 1.500 millones de BEF;

— el cuarto préstamo ascendia a 650 millones de BEF.

Estos préstamos se denominaban cominmente «préstamos de SNCI» y, segiin
consta en autos, estaban garantizados por el Estado belga.

Mediante dos Decisiones de 16 de diciembre de 1982 (en lo sucesivo, «Decisién
de autorizacion de 1982») y de 31 de julio de 1985 (en lo sucesivo, «Decisién de
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autorizacién de 1985»), la Comisién habia autorizado, con ciertas condiciones,
las garantias que cubrian una parte de estos préstamos de SNCI, y entre ellas la
relativa al primer y al cuarto préstamo, de 1.500 millones de BEF y 650 millones
de BEF, respectivamente.

Belfin, creada para asegurar la financiacién de las inversiones con vistas a la
reestructuracion de la industria belga y que pertenecia en un 50 % al sector
publico, habia concedido asimismo a Clabecq varios prestamos mediante
capltales recibidos en dicho concepto de entidades f1nanc1<;¥as (en lo sucesivo,
«préstamos de Belfin»):

t

— Bl primer préstamo, concedido en 1991, que anulaba y sustituia dos
préstamos otorgados en 1988 y en 1989, ascendia a 300 millones de BEF.

— El segundo préstamo, concedido en 1994, que anulaba y sustituia un
préstamo otorgado en 1987, se elevaba a 200 millones de BEF.

Mediante escrito de 25 de junio de 1996, las autoridades belgas, notificaron a la
Comisién, conforme al articulo 6, apartado 2, del Quinto Cédigo, un plan de
reestructuracién que tenfa como objetivo mantener las actividades de Clabecq. El
plan comprendia diversas medidas y, en particular, una aportacion de capital por
valor de 1.500 millones de BEF y un reescalonamiento de las deudas de dicha
empresa.

A raiz de la citada notificacién, la Comisién, solicité mis informacién a las
autoridades belgas mediante escrito de 5 de julio de 1996. En especial, queria
saber si se habian adoptadas otras medidas que no fuesen las notificadas. La
Comisién sefialaba que la notificacién de 25 de junio de 1996 no contenia
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informacién alguna sobre las condiciones del reescalonamiento de las deudas de
Clabecq y que la prensa habia informado de otras medidas que no habian sido
notificadas. Por consiguiente, solicité a las mencionadas autoridades «que le
notificaran [...] si se habfan adoptado las medidas antes mencionadas u otras
posibles medidas que pudieran representar una intervencién en favor de la
empresa, asi como todas las informaciones que permitan a la Comisién valorarlas
a la luz de la Decisién de la Comisién n° 3855/91/CECA».

Mediante escrito de 23 de julio de 1996, las autoridades belgas contestaron a la
Comisi6én. Por lo que respecta al reescalonamiento de las deudas, adjuntaron a
dicho escrito varios documentos en los que se mencionaba un acuerdo de
principio de SNCI y de Belfin para diferir tres afios el plazo de devolucién de los
préstamos. Dicho acuerdo de principio estaba supeditado a varios requisitos,
entre los que figuraba en particular, segin el Tribunal de Primera Instancia, el
dictamen favorable de la Comunidad Europea sobre la recapitalizacién de
Clabecq.

Ademids, en la respuesta de las autoridades belgas se indicaba que las medidas
contenidas en el plan de reestructuracién no constituian ayudas de Estado, dado
que no recurrian a fondos piiblicos y que sélo reflejaban el comportamiento de un
inversor privado razonable en economia de mercado.

Mediante la Comunicaciéon 96/C 301/03 de la Comisién, relativa a la
intervencién de Bélgica en favor de la empresa sideriirgica Forges de Clabecq
(DO C 301, p. 4), publicada en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas de
11 de octubre de 1996 (en lo sucesivo, «Comunicacién de 11 de octubre
de 1996»), dirigida a los demds Estados miembros y a otros interesados, de
conformidad con el articulo 6, apartado 4, de la Decisién n® 3855/91/CECA, la
Comisién requiri6 al Gobierno belga para que le comunicase todas las
informaciones necesarias para valorar la situacién de Clabecq y le inst6, al igual
que a los demds Estados miembros y a cualquier otra persona interesada, a
presentar sus observaciones en el plazo de un mes.
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El 23 de octubre de 1996, el Reino de Bélgica respondi6 a este escrito de
requerimiento. “

El 18 de diciembre de 1996, la Comisién adopt6 la Decisién controvertida, cuya
parte dispositiva esta redactada del siguiente modo:

«Articulo 1

Las medidas adoptadas [por] Bélgica en favor de Forges de Clabecq, a saber:

— las garantias de Estado para los préstamos de Belfin y SNCI,

constituyen ayudas con arreglo al apartado 2 del articulo 1 de la Decisién
n° 3855/91/CECA.
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Articulo 2

Las ayudas mencionadas en el articulo 1 son incompatibles con el mercado
comin por cuanto no cumplen las disposiciones de los articulos 2 a 5 de la
Decisién n° 3855/91/CECA, tal como se prevé en el apartado 2 del articulo 1 de
dicha Decisién, y, por consiguiente, estin prohibidas en virtud la letra c) del
articulo 4 del Tratado [CECA].

L]

En virtud del articulo 3 de la Decisién controvertida, la Comisién ordené a las
autoridades belgas «suprimir las ayudas mencionadas en el articulo 1 y exigir la
devolucién de las ayudas ilegales ya abonadas, junto con los intereses devengados
desde la fecha de pago, en el plazo de dos meses a partir de la fecha de
notificacién de la presente Decision».

Con respecto al reescalonamiento de las deudas de Clabecq, la Comisién destacd,
en particular, que los préstamos de SNCI y Belfin estaban cubiertos por una
garantia del Estado. Segtin ella, estas garantias constituian ayudas de Estado que
hubieran debido notificarse con arreglo al articulo 6, apartado 2, del Quinto
Cédigo. La Comisién indicé que «la prérroga de la garantia sobre los tres
préstamos por tres afios mds representa un aumento del elemento de ayuda
contenido en la garantia». Por ello lleg6 a la conclusion de que «Las garantias de
los préstamos de Belfin y SNCI y su prérroga hasta los nuevos plazos de
vencimiento constituyen ayudas de Estado» y que estas garantias «son ayudas
ilegales puesto que se concedieron sin [su] autorizacién previa».
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Procedimiento ante el Tribunal de Primera Instancia y sentencia recurrida

Mediante escrito presentado en la Secretaria del Tribunal de Primera Instancia el
25 de febrero de 1997, Clabecq interpuso un recurso en el que solicitaba la
anulacién de la Decisién controvertida.

Mediante escrito presentado en la Secretaria del Tribunal de Primera Instancia el
21 de marzo de 1997, la Comisién propuso una excepcién de inadmisibilidad.
Clabecq present6 sus observaciones sobre la excepcién de inadmisibilidad el 2 de
mayo de 1997 y, mediante auto de dicho Tribunal de 11 de julio de 1997, la
excepcién de inadmisibilidad se unié al examen del fondo.

Mediante auto del Presidente de la Sala Tercera ampliada del Tribunal de Primera
Instancia de 31 de octubre de 1997, se admitié la intervencién de la Societé
wallone pour la sidérurgie SA (en lo sucesivo, «SWS»), del Reino de Bélgica y de
la Regién Valona en apoyo de las pretensiones de Clabecq.

Ante el Tribunal de Primera Instancia, Clabecq y las partes coadyuvantes
invocaron fundamentalmente siete motivos de anulacién basados en la infraccién
de los articulos 4 y 95 del Tratado CECA y de las Decisiones de autorizacién de
1982 y de 1985, en el incumplimiento de la obligacién de motivacidn, en la
violacién del derecho de defensa, del derecho fundamental al trabajo, de los
predmbulos y de los objetivos de los Tratados CE y CECA, asi como de los
principios de proporcio}nalidad y de igualdad de trato.

El Reino de Bélgica sostuvo integramente la argumentacién formulada por
Clabecq en apoyo de los motivos de anulacién invocados en el recurso de esta
dltima, pero en sus observaciones escritas se centré en los cuatro motivos
siguientes.
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En primer lugar, con respecto al motivo basado en la infraccién del articulo 4 del
Tratado CECA, el Gobierno belga afirmaba que la Comisién habia considerado
de forma errénea que los préstamos concedidos por Belfin a Clabecq estaban
cubiertos por una garantia del Estado. Alegaba que tinicamente se habia otorgado
una garantia de esta indole a los préstamos contraidos por Belfin con los bancos,
y no a los que Belfin concedia a las empresas beneficiarias.

Con caricter subsidiario, el Reino de Bélgica sefialaba que la garantia del Estado
que cubria los importes recibidos en préstamo por Belfin era siempre objeto de
una «contragarantia» por parte de los destinatarios de los préstamos y, por tanto,
resultaba ser finalmente de naturaleza privada. En efecto, estos destinatarios
cotizaban a un «fondo de garantia», al que estaban vinculados los préstamos de
Belfin. Segiin el articulo 10 del Convenio de accionistas de Belfin, las acciones de
reembolso del Estado contra esta sociedad como consecuencia de la ejecucién de
la garantia que cubria los importes recibidos en préstamo se habrian ejercitado las
cantidades que integraban el fondo de garantia. En su opini6én, aun cuando el
Tribunal de Primera Instancia estimase que los préstamos concedidos por Belfin
estaban cubiertos por una garantia, ésta habria sido de naturaleza privada y no
habria constituido, por tanto, una ayuda de Estado.

El Tribunal de Primera Instancia desestimd este motivo en el apartado 70 de la
sentencia recurrida al declarar, lo siguiente:

«En cuanto a los préstamos de SNCI y Belfin, debe sefialarse, en primer lugar, que
la Comisién no califico de ayudas esos préstamos en si mismos, sino las garantias
de Estado que los cubren. En segundo lugar, procede indicar que la alegacion del
Gobierno belga de que no habfa una garantia de Estado para los préstamos de
Belfin, se contradice con un escrito de 25 de junio de 1996 que Belfin dirigi6 a
[Clabecq] y que SWS adjuntaba a su escrito de 23 de julio de 1996 dirigido a la
Comision, segiin el cual el acuerdo de principio sobre un aplazamiento de tres
afios del calendario de devolucion del capital de los créditos concedidos a la
demandante por Belfin estaba supeditado a la condicién de un “acuerdo del
Estado (crédito piiblico) de extender su garantia a los nuevos vencimientos”. El
cardcter estatal de las garantias de Estado tampoco puede refutarse de manera
vélida.»
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En segundo lugar, el Reino de Bélgica sostenia, en el marco de un motivo que el
Tribunal de Primera Instancia considerd basado en la violacién del principio de
seguridad juridica, que, en lo que se refiere a las garantias de los préstamos de
SNCI, la Decisién controvertida violaba las Decisiones de autorizacién de 1982 y
de 1985.

A su juicio, las garantias del Estado criticadas por la Comsién en la Decision
controvertida eran, en realidad, las que se referian, por un lado, a un tramo de
680 millones de BEF del primer préstamo de inversion concedido a Clabecq a
principios de los afios ochenta y, por otro lado, al dltimo préstamo de 650
millones de BEF, concedido a la citada empresa en 1985. Pues bien, segiin el
Reino de Bélgica estos dos préstamos fueron autorizados, con ciertas condiciones,
por las Decisiones de autorizacién de 1982 y de 1985, respectivamente.

En tales circunstancias, la Comisién no podia, a su juicio, examinar las mismas
medidas de intervencion a la luz del Quinto Cédigo, concluir que eran ilegales y
ordenar la devolucién de las ayudas obtenidas, sin vulnerar sus Decisiones
anteriores. A este respecto, el Reino de Bélgica alegaba que habia respetado las
condiciones de aprobacién fijadas por la Comisién en 1982 y en 1985 y que, en
cualquier caso, la Comisién no habia adoptado ninguna medida sancionadora
por la violacién de dichas condiciones.

Segiin el Reino de Bélgica, si la Comision consideraba que los distintos
reescalonamientos del reembolso de los dos préstamos concedidos por SNCI
habfan modificado las ayudas aprobadas de modo que sus Decisiones de
aprobacién no podian cubrir ya validamente las mismas garantias que se habian
autorizado en 1982 y en 1985, debi6 haberlo precisado asi en la Decisién
controvertida.
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El Tribunal de Primera Instancia desestimé este motivo por las razones siguientes:

«99,

100.

En el caso de autos, debe sefialarse que, en 1996, ninguna de las garantias
de Estado sobre los préstamos de SNCI y Belfin estaba ya cubierta por la
autorizacién dada por la Comisién en sus Decisiones de 1982 y de 1985.
En efecto, en los afios que siguieron a dichas Decisiones, las autoridades
belgas aportaron algunas modificaciones importantes a las condiciones de
reembolso de dichos préstamos, especialmente favorables a [Clabecq]. De
las explicaciones dadas a este respecto por el Gobierno belga [...] resulta
en particular que el Estado belga se hizo cargo de un importe de
198 millones de [BEF] del crédito de 680 millones de [BEF] y que permitid
que se aplazaran en varios afios los vencimientos de los diversos créditos
SNCI y de las garantias de Estado que los acompafiaban.

Esas modificaciones no fueron notificadas a la Comisién y no pueden
considerarse compatibles con los requisitos a los que estaban supeditadas
las autorizaciones de 1982 y de 1985. En la Decision de 1982, la Comisién
habia indicado al Gobierno belga que la autorizacién de la medida
notificada debfa agotar la posibilidad de la demandante de seguir
buscando soluciones para sus problemas en la ayuda financiera del
Estado; es evidente que las modificaciones aportadas posteriormente por
las autoridades belgas a la medida autorizada no tienen en cuenta esa
modalidad de la Decisién de autorizacién. En la Decisién de 1985, la
Comision precisaba que las ayudas autorizadas debian llevarse a cabo
antes del 31 de diciembre de 1985, modalidad que excluia la posibilidad
de aportar posteriormente, en favor de la demandante, cambios impor-
tantes al régimen de préstamo autorizado. De todos modos, evidentemen-
te, las autorizaciones de la Comisién en materia de ayudas de Estado sélo
pueden referirse a las medidas tal como han sido notificadas y no puede
considerarse que conservan sus efectos més alld del periodo inicialmente
previsto para la ejecucién de esas medidas.»

En tercer lugar, el Reino de Bélgica manifestaba, en lo que atafie a una dltima
extensién de las garantias de los préstamos de SNCI a las nuevas fechas de
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vencimiento vinculada al reescalonamiento de las deudas mencionada en la
notificacién de 25 de junio de 1996, que la Decision controvertida adolecia de un
error de motivacién derivado de una apreciacién incorrecta de los hechos e
infringia el articulo 6 del Quinto Cédigo.

El Reino de Bélgica recordaba que, en la Decision controvertida, la Comisién
habia considerado que la prérroga, por un periodo de tres afios, de las garantias
del Estado conexas a los préstamos de SNCI y Belfin constituia una ayuda ilegal
por haber sido otorgada sin su autorizacién previa. Consideraba también que
dicha apreciacion era errénea, ya que la prérroga controvertida de la garantia de
Estado habia sido debidamente notificada a la Comisi6n el 25 de junio de 1996 y
nunca habia llegado a ser ejecutada, de conformidad con lo dispuesto en el
articulo 6, apartados 2 y 4, del Quinto Cédigo. Por consiguiente, la Comisién se
equivocaba al afirmar, en la citada Decisién, que se trataba de ayudas ilegales
«puesto que se concedieron sin autorizacién previa de la Comisién».

El Tribunal de Primera Instancia no se pronuncié sobre este motivo.

En cuarto lugar, el Reino de Bélgica alegaba que la Decisién controvertida
adolecia de falta de motivacién en la medida en que la Comisién habia
sancionado los préstamos de SNCI y Belfin sin precisar a cudles se referia
exactamente ni cudl era el elemento de ayuda contenido en las garantias del
Estado conexas a dichos préstamos. Estimaba que, en tales circunstancias, no era
posible comprender el alcance del articulo 3 de la parte dispositiva de la Decision
controvertida, segiin el cual «Bélgica deberd suprimir las ayudas mencionadas en
el articulo 1 y exigir la devolucién de las ayudas ilegales ya abonadas, junto con
los intereses devengados desde la fecha de pago».
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En el apartado 110 de la sentencia recurrida, el Tribunal de Primera Instancia
desestimé este motivo resolviendo en los siguientes términos:

«[...] el Gobierno belga no puede alegar que le es imposible saber a cudles de [los
préstamos] se refiere la Comisién. De la Decisién controvertida se desprende
claramente que se refiere a todas las garantias que acompafian a la totalidad de
los préstamos de Belfin y SNCI».

El Tribunal de Primera Instancia consideré que los motivos invocados por
Clabecq y las demds partes coadyuvantes tampoco eran fundados y por
consiguiente desestimé el recurso en su totalidad.

El recurso de casacién

Las pretensiones del recurso de casacion

El Reino de Bélgica solicita al Tribunal de Justicia que:

— Anule la sentencia recurrida, por haber desestimado en cuanto al fondo las
pretensiones presentadas por él en primera instancia en apoyo de las
pretensiones de Clabecq, en la medida en que se referfan a «las garantias de
Estado para los préstamos de Belfin y SNCI».
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— Estime las pretensiones formuladas por él en primera instancia en lo que se
refiere a «las garantias de Estado para los préstamos de Belfin y SNCI» y, por
tanto, anule la Decisién controvertida en la medida en que se refiere a dichas
garantias.

— Condene en costas a la Comisién.

La Comisién solicita al Tribunal de Justicia que:

— Con carécter principal, desestime por infundado el recurso de casacién.

— Con caricter subsidiario, desestime por infundada la pretensi6n de anulacién
de la Decisién controvertida.

— Condene en costas al Reino de Bélgica.

Mediante escrito presentado en la Secretaria del Tribunal de Justicia el 17 de
septiembre de 1999, Belfin solicit6 intervenir en apoyo de las pretensiones del
Reino de Bélgica.

Mediante auto del Presidente del Tribunal de Justicia de 24 de enero de 2000, se
accedi6 a la mencionada solicitud.
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Belfin solicita la anulacién de la sentencia recurrida y, por consiguiente, de la
Decisién controvertida asi como la condena en costas de la Comisién.

Motivos del recurso de casacién

En apoyo de su recurso de casacidn, el Reino de Bélgica invoca siete motivos. Los
dos primeros motivos, se refieren a la vez a los préstamos de SNCI y a los
préstamos de Belfin, se basan en el incumplimiento de la obligacién de
motivacién que se deriva de los articulos 30 y 46, parrafo primero, del Estatuto
CECA del Tribunal de Justicia. Los motivos tercero y cuarto, que se refieren
especificamente a los préstamos de SNCI, se basan en la violacién del principio de
seguridad juridica y en el incumplimiento de la obligacién de motivacién. Los
motivos quinto, sexto y séptimo, que atafien especificamente a los préstamos de
Belfin, se basan en la desnaturalizacién de las pruebas presentadas ante el
Tribunal de Primera Instancia y en una falta de motivacién de la sentencia
recurrida asi como en un error de Derecho.

Sobre el recurso de casacién

Sobre el primer motivo relativo a las garantias de los préstamos de SNCI y Belfin,
basado en el incumplimiento de la obligacién de motivacién

Alegaciones de las partes

A juicio del Gobierno belga, el Tribunal de Primera Instancia no identificé los
préstamos de SNCI y Belfin ni las garantias del Estado conexas a ellos a que se
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referfia la Comision, y, en particular, no aclaré de qué préstamos de SNCI se
trataba, pese a que Clabecq habia criticado precisamente la falta de motivacién
de la Decisién controvertida a este respecto.

Dicho Gobierno alega que, al igual que la Comisién, el Tribunal de Primera
Instancia se refiere a dichos préstamos como «los préstamos de SNCI y Belfin»,
sin precisar cudles son los préstamos a los que se refiere. Mantiene que esta
identificacidn es necesaria, ya que se concedieron varios préstamos a Clabecq y
todos ellos fueron cubiertos por una garantia del Estado, salvo lo que ataiie a los

préstamos de Belfin.
!

Segiin el Gobierno belga, el Tribunal de Primera Instancia estaba obligado a
pronunciarse sobre la falta de identificacién de los préstamos a los que se referia
la Decisién controvertida. La afirmacién de este Gltimo segin la cual estos
préstamos fueron identificados de forma suficiente por la Comisién no estd
respaldada por una motivacién adecuada y, por consiguiente, la sentencia
recurrida adolece de falta de motivacién.

La Comisién recuerda que la motivacién de una decisién debe apreciarse én su
contexto y que, en el marco del procedimiento relativo a las ayudas CECA, al
igual que en el relativo a las ayudas CE, la motivacién de una decisién que viene a
poner fin a este procedimiento puede y debe ser apreciada teniendo en cuenta, en
particular, la decision que lo inici6. La Comisién alega que no puede
reprochérsele haber motivado de forma insuficiente la Decisién controvertida
cuando el Estado miembro no ha respetado el deber de cooperacién que se le
impone, principalmente en materia de notificaciones.

En cuanto a la motivacién de la sentencia recurrida la Comisién mantiene que no
era necesario un desarrollo mds amplio, ya que es evidente que se trata a la vez de
la aplicacién de una jurisprudencia reiterada y de la aplicacién del principio de
buena fe en lo que respecta a la actuacién de un Estado miembro obligado a
cooperar con la Comisién.
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Apreciacién del Tribunal de Justicia

Debe sefialarse, con cardcter preliminar, que el primer motivo puede interpretarse
referido tanto al incumplimiento del requisito formal de motivacién en la
sentencia recurrida como a una motivacién errénea en cuanto a la identificacién
de los préstamos de que se trata en el caso de autos.

En cuanto al requisito formal de motivacion, es necesario recordar que, en el
presente caso, el Tribunal de Primera Instancia describié los préstamos de SNCI
del siguiente modo, en el apartado 8 de la sentencia recurrida:

«Durante la primera mitad de los afios ochenta, fue creado un plan de
relanzamiento para [Clabecq] y, en ese contexto, se le concedieron varios créditos
de inversién. En lo fundamental, dichos créditos estaban cubiertos por una
garantia del Estado. El primer crédito ascendia a 1.500 millones de [BEF], el
segundo a 850 millones de [BEF] y el tercero a 1.500 millones de [BEF]. El cuarto
y ultimo crédito de esta serie fue concedido en 1985 y ascendia a 650 millones de
[BEF]. Este grupo de créditos con garantia del Estado se denomina comiinmente
“préstamos SNCI”.»

Del apartado 9 de la sentencia recurrida se desprende que Belfin concedié varios
préstamos a Clabecq mediante capitales recibidos en dicho concepto de entidades
financieras, a saber, «un crédito de 300 millones de [BEF] en 1991 y de 200
millones de [BEF] en 1994 [...]».

El Tribunal de Primera Instancia concluyd, en el apartado 110 de la sentencia
recurrida, que «de la Decisién controvertida se desprende claramente que se
refiere a todas las garantias que acompaiian a la totalidad de los préstamos de
Belfin y SNCI».
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Por lo tanto, el Tribunal de Primera Instancia consideré que la Comisién habia
sancionado las garantias del Estado conexas a los cuatro préstamos de SNCI, asi
como las garantias conexas a los dos préstamos de Belfin, tal como se describen
en la sentencia recurrida.

De ello se infiere que el Tribunal de Primera Instancia cumplié el requisito formal
de motivacién impuesto por el articulo 30 del Estatuto CECA del Tribunal de
Justicia, aplicable al Tribunal de Primera Instancia en virtud del articulo 46,
parrafo primero, del mismo Estatuto y que dispone que las sentencias deben ser
motivadas.

Sin embargo, en cuanto a la identificacién de los préstamos y como sefial6 el
Abogado General en los puntos 49 a 61 de sus conclusiones, si bien la Decision
controvertida se limit6 a indicar que las garantias de los «préstamos de SNCI y
Belfin» y su prorroga constituian ayudas ilegales, es evidente que dicha Decision,
interpretada a la luz de la Comunicacién de 11 de octubre de 1996 y situada en su
contexto, se referfa exclusivamente a las garantias del Estado que acompaiiaban
al segundo tramo de 680 millones de BEF del primer préstamo de SNCI, al cuarto
préstamo de SNCI de 650 millones de BEF y a los dos préstamos de Belfin que
ascendian, respectivamente, a 300 millones de BEF y a 200 millones de BEF.

Habiendo constatado la incompatibilidad de las ayudas de Estado de que se trata
en el presente caso con el mercado comiin, el articulo 3 de la parte dispositiva de
la Decisién controvertida ordend al Reino de Bélgica suprimir las citadas ayudas
y exigir su devolucién, pues la supresién de las ayudas ilegales mediante la
recuperacién de las mismas era la consecuencia légica de la constatacién de su
incompatibilidad, en la,medida en que permitia restablecer la situaciéon anterior.

|

t

No obstante, al identificar incorrectamente los préstamos de SNCI y Belfin a los
que se referfa la Decisién controvertida y las garantias que los acompafiaban, la
sentencia recurrida da a entender de forma errénea que el articulo 3 de la parte
dispositiva de la Decisién controvertida afectaba a todos los préstamos de SNCI y
Belfin, y por tanto la totalidad de las medidas de ejecucién.
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Al identificar incorrectamente los préstamos de SNCI y Belfin a los que se referia
la Decisién controvertida, el Tribunal de Primera Instancia desnaturalizé el
alcance de la misma. Por consiguiente, procede anular la sentencia recurrida a
este respecto.

Sobre el recurso ante el Tribunal de Primera Instancia

A tenor de lo dispuesto en el articulo 61, parrafo primero, del Estatuto del
Tribunal de Justicia, cuando este Tribunal anule la resolucién del Tribunal de
Primera Instancia, podrd o bien resolver él mismo definitivamente el litigio,
cuando su estado asi lo permita, o bien devolver el asunto al Tribunal de Primera
Instancia para que este dltimo resuelva.

En el presente caso, el estado del litigio permite pronunciarse sobre este punto,
por lo que procede examinar el motivo invocado en primera instancia por el
Reino de Bélgica, basado en el incumplimiento de la obligacién de motivacién en
lo relativo a la identificacién de los préstamos de SNCI y Belfin y de las garantias
del Estado que los acompafian, con el fin de verificar si permite acoger las
pretensiones formuladas en primera instancia por Clabecq o si la desestimacién
del citado motivo obliga a examinar los demds motivos del recurso de casacién.

Alegaciones de las partes

El Gobierno belga alegé ante el Tribunal de Primera Instancia que la Decisién
controvertida no estaba suficientemente motivada, como exige el articulo 15,
parrafo primero, del Tratado CECA, en la medida en que la Comisién sancioné
las garantfas que acompafiaban a los préstamos de SNCI y Belfin sin precisar
exactamente los préstamos a los que se referia ni el elemento de ayuda criticado
en lo que a ellos respecta. En su opinidn, al faltar esta precision, no resulta posible
comprender el articulo 3 de la parte dispositiva de la Decisién controvertida,
segiin el cual «Bélgica deberd suprimir las ayudas mencionadas en el articulo 1 y
exigir la devolucién de las ayudas ilegales ya abonadas».
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A este respecto, la Comisién utilizé los mismos argumentos que figuran en el
apartado 56 de la presente sentencia.

Apreciacién del Tribunal de Justicia

Segiin reiterada jurisprudencia relativa al articulo 253 CE y aplicable por
analogfa al articulo 15 CA, la motivacién exigida por dicha disposicién debe
adaptarse a la naturaleza del acto de que se trate y debe mostrar de manera clara e
inequivoca el razonamiento de la institucién de la que emane el acto, de manera
que los interesados puedan conocer las razones de la medida adoptada y el
Tribunal de Justicia pueda ejercer su control. No se exige que la motivacién
especifique todos los elementos de hecho y de Derecho pertinentes, en la medida
en que la cuestién de si la motivacién de un acto cumple. las exigencias del
articulo 253 CE debe apreciarse en relacién no sélo con su tenor literal, sino
también con su contexto, asi como con el conjunto de normas juridicas que
regulan la materia de que se trate (véanse, en particular, las sentencias de 2 de
abril de 1998, Comisién/Sytraval y Brink’s France, C-367/95 P, Rec. p. I-1719,
apartado 63, y de 12 de diciembre de 2002, Bélgica/Comision, C-5/01, Rec.
p. [-11991, apartado 68).

En el presente caso, como ya se observd en el apartado 64 de la presente
sentencia, la Decisién controvertida, interpretada a la luz de la Comunicacién de
11 de octubre de 1996 y situada en su contexto, permite determinar que el
elemento de ayuda criticado eran las garantias del Estado que acompafiaban a
determinados préstamos de SNCI y Belfin, a saber, el segundo tramo de 680
millones de BEF del primer préstamo de SNCI, el cuarto préstamo de SNCI de
650 millones de BEF y los dos préstamos de Belfin que ascendian, respectiva-
mente, a 300 millones de BEF y 200 millones de BEF.

Ademés, del punto 5 del recurso de casacién se desprende claramente que el
Reino de Bélgica identificé con precisién los préstamos a que se referfa la
Decisién controvertida y el elemento de ayuda criticado en lo que a ellos respecta.
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Por lo tanto, como el primer motivo invocado en primera instancia, basado en
una falta de motivacion en lo relativo a la identificacién de los préstamos de
SNCI y Belfin y a las garantias del Estado que los acompafian, no puede
prosperar, procede examinar los demds motivos del recurso de casacién.

Sobre el segundo motivo, relativo a las garantias de los préstamos de SNCI y
Belfin, basado también en el incumplimiento de la obligacién de motivacién

Alegaciones de las partes

En su segundo motivo, el Reino de Bélgica alega que la sentencia recurrida
adolece de otra falta de motivacién.

Segin el Gobierno belga, ya habia cuestionado ante el Tribunal de Primera
Instancia la legalidad de la Decisién controvertida en la medida en que indicaba
que la prérroga de las garantias del Estado que acompaifian a los préstamos de
SNCI y Belfin constituia una ayuda ilegal. En efecto, las medidas de prérroga de
las garantias fueron debidamente notificadas con arreglo al articulo 6, aparta-
do 2, del Quinto Cédigo, y no se aplicaron ni se adoptaron mientras se desarroll6
el procedimiento de examen de la situacién de Clabecq por parte de la Comision.
Segin afirma, al finalizar este examen con una decisidn negativa, dichas medidas
no llegaron a ser ejecutadas en ningiin momento (véanse los apartados 41 y 42 de
la presente sentencia).

No obstante, el Gobierno belga alega que, el Tribunal de Primera Instancia no se
pronuncid sobre este motivo, incumpliendo asi la obligacién de motivacién que le
incumbe.
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La Comisién manifiesta que la dnica alegacién formulada en el escrito de
formalizacién de la intervencién del Reino de Bélgica en primera instancia, al que
se remite expresamente el recurso de casaci6n, consistié en impugnar la Decisién
controvertida en la medida en que ésta considerd ilegales las prorrogas de las
garantias conexas a los préstamos de SNCI y Belfin. En opinién de la Comision,
el Gobierno belga no puede criticar por tanto la sentencia recurrida sosteniendo
que ésta no se pronuncié sobre una alegacién que no se habia formulado en el
escrito de intervencién. A su juicio, esta parte del motivo invocado en el recurso
de casacidn debe declararse inadmisible.

Apreciacion del Tribunal de Justicia

En el caso de autos, ha quedado probado que el Tribunal de Primera Instancia no
se pronuncié sobre el motivo segin el cual la prérroga de las garantias del Estado
conexas a los préstamos de SNCI y Belfin no constituia una ayuda ilegal, en la
medida en que dicha prérroga habia sido debidamente notificada, el 25 de junio
de 1996, y no habia sido ejecutada ni aprobada mientras se desarrolld el
procedimiento de examen de la situacién de Clabecq por parte de la Comisi6n, ya
que esta alegacién fue expresamente formulada por el Reino de Bélgica en los
puntos 30 a 32 y 45 de su escrito de formalizacién de la intervencién en primera
instancia.

Ciertamente, la obligacién del Tribunal de Primera Instancia de motivar sus
decisiones no supone que deba responder con detalle a cada uno de los
argumentos presentados por una parte, sobre todo si no son suficientemente
claros y precisos ni se basan en pruebas detalladas (véase, en este sentido, la
sentencia de 6 de marzolde 2001, Connolly/Comisién, C-274/99 P, Rec. p.I-1611,
apartado 121). |

No obstante, procede indicar que en el presente caso, por un lado, el motivo de
que se trata era suficientemente claro y preciso para permitir que el Tribunal de
Primera Instancia adoptara una posicién. Por otro lado, si las partes disentian
acerca de las pruebas de la presunta notificacién de 25 de junio de 1996, dicha
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circunstancia no exoneraba al Tribunal de Primera Instancia de la obligacién de
pronunciarse sobre dicho motivo, pues los autos contenian datos suficientes para
permitirle determinar si la prorroga de las garantias del Estado conexas a los
préstamos de SNCI y Belfin habia sido debidamente notificada el 25 de junio
de 1996 o, como minimo, comprobar si la Decisién controvertida adolecia de un
error teniendo en cuenta el contexto en el que habia sido adoptada.

Por lo tanto, debe estimarse el segundo motivo invocado por el Reino de Bélgica,
basado en una falta de motivacién de la sentencia recurrida y, por consiguiente,
anular dicha sentencia en la medida en que confirmé la Decisién controvertida
por lo que respecta a las garantias del Estado para los préstamos de SNCI y
Belfin.

Sobre el recurso ante el Tribunal de Primera Instancia

Dado que el estado del litigio permite resolver sobre este extremo, y conforme a
lo dispuesto en el articulo 61, parrafo primero, del Estatuto del Tribunal de
Justicia, procede examinar el motivo invocado en primera instancia por el Reino
de Bélgica relativo a un error de Derecho por infraccién del articulo 6 del Quinto
Cddigo.

El examen de los autos lleva, no obstante, a desestimar este motivo de primera
instancia.

En efecto, la legalidad de una decisién en materia de ayudas de Estado se debe
examinar en funcién de la informacién de que podia disponer la Comisién en el
momento en que la adoptd (véanse las sentencias de 5 de octubre de 2000,
Alemania/Comisién, C-288/96, Rec. p. 1-8237, apartado 34, y de 24 de
septiembre de 2002, Falck y Acciaierie di Bolzano/Comisién, asuntos acumulados
C-74/00 P y C-75/00 P, Rec. p. I-7869, apartado 168).
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Un Estado miembro no puede alegar datos que omitié comunicar a la Comisién
durante el procedimiento administrativo para impugnar la legalidad de una
decisi6n en materia de ayudas de Estado (véanse las sentencias de 14 de
septiembre de 1994, Espafia/Comisién, asuntos acumulados C-278/92 a
C-280/92, Rec. p. I-4103, apartado 31, y de 13 de junio de 2002, Paises Bajos/
Comisién, C-382/99, Rec. p. I-5163, apartado 76).

Puesto que la decisién de iniciar el procedimiento previsto en el articulo 6,
apartado 4, del Quinto Cédigo contiene un anilisis preliminar suficiente de la
Comisién en el que expone los motivos por los que duda de la compatibilidad de
las ayudas controvertidas con el mercado comiin, corresponde al Estado miembro
afectado y, en su caso, al beneficiario de las ayudas, aportar los datos que puedan
demostrar que estas ayudas son compatibles con el mercado comin (sentencia
Falck y Acciairie di Bolzano/Comisién, antes citada, apartado 170).

En la notificacién a la Comisién del plan de reestructuracion realizada el 25 de
junio de 1996 por las autoridades belgas, Gnicamente se precisaba que SNCI y
Belfin habian llegado a un acuerdo de principio sobre el reescalonamiento de las
deudas a largo plazo vy las revisiones de los tipos de interés. La citada notificacién
no incluia ninguna informaci6n adicional sobre las garantfas.

Ademds, en la fase escrita del procedimiento ante el Tribunal de Justicia, el Reino
de Bélgica ha manifestado que, «a juicio del recurrente, en ninglin momento
resultd necesario sefialar que el aplazamiento de tres afios de los vencimientos de
los préstamos no se habia aplicado, ya que estd afirmacién no fue expresada
nunca por la propia Comisién Europea y no se deducia de ninguno de los
documentos intercambiados entre las autoridades belgas y la autoridad comu-
nitaria».

No obstante, en la Comunicacion de 11 de octubre de 1996, la Comisién indicé
expresamente que la renegociacién de las deudas a largo plazo habia llevado a un
aplazamiento de tres afios de todos los vencimientos y a una revisién a la baja de
los tipos de interés y que estas medidas se habfan aplicado, sin que estas
afirmaciones fueran en ninglin momento negadas por las autoridades belgas.

I-8534



92

93

94

95

96

BELGICA / COMISION

Ningiin elemento de la respuesta de las autoridades belgas a la citada
Comunicacién vino a rectificar o a precisar los datos relativos al reescalona-
miento de las deudas de Clabecq.

Por otra parte, ni Clabecq ni el Reino de Bélgica alegaron en ninglin momento
que la Comunicacién del 11 de octubre de 1996 adoleciera de una insuficiencia de
motivacién que les impedia ejercitar eficazmente sus derechos.

De todo lo anterior resulta que, habida cuenta de las informaciones comunicadas
por las autoridades belgas a la Comisién durante el procedimiento adminis-
trativo, ésta pudo considerar que las prérrogas de las garantias del Estado habian
sido aplicadas sin su autorizacién previa.

Procede, por tanto, desestimar el motivo invocado en primera instancia por el
Reino de Bélgica relativo a un error de Derecho por infraccién del articulo 6 del
Quinto Cédigo y examinar los demds motivos del recurso de casacién.

Sobre los motivos tercero y cuarto, relativos a las garantias de los préstamos de
SNCI, basados en la violacién del principio de seguridad juridica y en el
incumplimiento de la obligacion de motivacién

Teniendo en cuenta que estos dos motivos se refieren a las garantias que
acompafian a los préstamos de SNCI y, en particular, a las Decisiones de
autorizacion de 1982 y de 1985, deben examinarse conjuntamente.
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Alegaciones de las partes

El Gobierno belga recuerda que las garantias del Estado criticadas por la
Comisién en la Decisién controvertida conciernen, por una parte, al segundo
tramo de 680 millones de BEF del primer préstamo concedido por la SNCI a
Clabecq a principios de los afios 80 y, por otra parte, al dltimo préstamo de 650
millones de BEF, concedido en 1985 por esta tltima a la citada sociedad.

2

El Gobierno belga afirma que, estos dos préstamos habian sido autorizados, con
ciertas condiciones, por las Decisiones de autorizacién de 1982 y de 1985,
respectivamente, y reprocha al Tribunal de Primera Instancia su conclusién de
que las autoridades belgas no podian invocar estas dos Decisiones.

El Gobierno belga mantiene que el razonamiento del Tribunal de Primera
Instancia es err6neo en la medida en que, por un lado, considerd que la Decisién
de autorizacién de 1982 supeditaba la autorizacién de la garantia del Estado
conexa al segundo tramo de 680 millones de BEF del primer préstamo de SNCI a
la condicién de que Clabecq no recibiera ningiin apoyo financiero ulterior del
Estado belga. Tal condicién no figuraba entre las condiciones impuestas por la
Comisién para aprobar dicha garantia. Este error de calificacién acarre6 una
violacién del principio de seguridad juridica, ya que llev6 al Tribunal de Primera
Instancia a negar a las autoridades belgas la posibilidad de invocar la Decision de
autorizacién de 1982.

Por otro lado, a juicio del citado Gobierno, el Tribunal de Primera Instancia
estimé erréneamente que las modificaciones efectuadas en el cuarto préstamo de
SNCI, a saber, el préstamo de 650 millones de BEF, violaban las condiciones
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impuestas por la Decisién de autorizaciéon de 1985, pese a que, por el contrario,
estas modificaciones consistieron tinicamente en aplazar el pago de ciertas cuotas
del préstamo, sin modificar la fecha limite de reembolso.

En cualquier caso, el Reino de Bélgica sostiene que el Tribunal de Primera
Instancia no precisé por qué razén las modificaciones realizadas en los planes de
reembolso constitufan modificaciones importantes de las garantias del Estado
aprobadas en 1982 y 1985. Por consiguiente, la sentencia recurrida adolece, a su
juicio, de falta de motivacién.

La Comisién afirma que, en el procedimiento que llevé a la Decisién
controvertida, las autoridades belgas no alegaron en ningin momento que el
reescalonamientos de deudas conllevara elementos de ayuda de Estado ya
cubiertos por una decisién de autorizacién adoptada por la Comisién. Fue en su
escrito de formalizaci6n de la intervencién ante el Tribunal de Primera Instancia
donde el Reino de Bélgica afirmé que las garantias concedidas a los dos
préstamos otorgados por SNCI y Clabecq estaban autorizadas con arreglo a las
Decisiones de autorizacién de 1982 y de 1985.

La Comisi6én sefiala que SNCI intenté conseguir una garantia adicional del
Estado y supedité el reescalonamiento del reembolso de sus préstamos a dicha
garantia, y que evidentemente no habria actuado asf si la garantia de que se trata
no pudiera considerarse una modificacién importante. Tanto para el banco
prestamista, a saber SNCI, como para el Estado en su calidad de garante, la
cuestién del reescalonamiento del reembolso de los préstamos y de la
contribucién adicional que suponia la garantia del Estado para los nuevos plazos
de reembolso constituia una cuestién esencial que condicionaba la propia
operacién y que requeria una decisién a nivel gubernamental.

Segiin la Comisi6n, el Reino de Bélgica no tuvo en cuenta que las circunstancias
en que tuvieron lugar las diferentes y sucesivas renegociaciones de los préstamos
de que se trata modificaron sustancialmente las circunstancias y los objetivos que
se habian tenido en cuenta para autorizar inicialmente estas ayudas ad hoc.
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Habida cuenta de estas circunstancias, la Comisién estima que el Tribunal de
Primera Instancia actué licitamente, por un lado, al no censurar la Decisién
controvertida por no haber tenido en cuenta, como se alegaba, las Decisiones de
autorizacién de 1982 y de 1985 y, por otro lado, al considerar que la citada
Decisién no habia violado el principio de seguridad juridica.

Apreciacion del Tribunal de Justicia

I

Es preciso recordar con caricter preliminar que, como 'se desprende del
apartado 17 de la presente sentencia, mediante las Decisiones de autorizacién
de 1982 y de 1985, la Comisién habia autorizado, con ciertas condiciones, las
garantfas que cubrian una parte de los préstamos de SNCI, entre ellas la relativa
al primer préstamo de 1.500 millones de BEF, compuesto por dos tramos de 820
millones de BEF y de 680 millones de BEF, y al cuarto préstamo de 650 millones
de BEF.

En la Decisién controvertida, la Comisién recordd, en primer lugar, que una
garantia del Estado para préstamos financieros constituye, en principio, una
ayuda de Estado que debe notificarse a la Comisién y no debe concederse sin su
aprobacién. A continuacién indicé que «la prérroga de la garantia sobre los tres
préstamos por tres afios representa un aumento del elemento de ayuda contenido
en la garantia». Por tltimo, llegd a la conclusién de que las garantias de los
préstamos de Belfin y SNCI y su prérroga hasta los nuevos plazos de vencimiento
constituyen ayudas de Estado y, ademids, «ayudas ilegales puesto que se
concedieron sin la autorizacion previa de la Comisién».

Con el fin de verificar si el Tribunal de Primera Instancia viol6 el principio de
seguridad juridica e incumplié la obligacién de motivacién al no sancionar lo que
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afirma la Decisién controvertida a este respecto, es preciso examinar, si las
razones invocadas por la Comisién para concluir que la prorroga de las garantias
no estaba cubierta por las Decisiones de autorizacién de 1982 y de 1985 eran
justificadas y si el Tribunal de Primera Instancia motivd suficientemente su
sentencia sobre este particular.

Como sefial6 el Tribunal de Primera Instancia en el apartado 99 y en la primera
frase del apartado 100 de la sentencia recurrida, la prérroga de las garantias
conexas a los préstamos de SNCI por tres afios adicionales suponfa una
modificacién de las ayudas aprobadas, de modo que las Decisiones de
autorizacién de 1982 y de 1985, que las autoridades belgas no habian invocado
en el procedimiento administrativo, no podian de todas formas cubrir vilida-
mente las garantias concedidas. Esta importante modificacién de las modalidades
de reembolso de los préstamos de SNCI hubiera debido notificarse, por
consiguiente, a la Comisién con arreglo al articulo 6, apartado 2, del Quinto
Cédigo y, como no se realizé dicha notificacién, la prérroga de las citadas
garantias constitufa una ayuda ilegal. La motivacién expuesta en el apartado 99 y
en la primera frase del apartado 100 de la sentencia recurrida es asi suficiente
para justificar el que la Comisién considerase las ayudas de que se trata como
ayudas ilegales no autorizadas por Decisiones anteriores.

Por lo tanto, no es necesario pronunciarse sobre la procedencia de la amplia
motivacién que figura en las frases segunda a cuarta del apartado 100 de la
sentencia recurrida, que interpretan el contenido de las Decisiones de autoriza-
cién de 1982 y de 1985.

A la vista de todo lo anterior, procede declarar que, en el presente caso, el
Tribunal de Primera Instancia no incumplié la obligacién de motivar la sentencia
recurrida por lo que respecta a la legalidad de la Decisién controvertida, en la
medida en que habia negado a las autoridades belgas la posibilidad de invocar las
Decisiones de autorizacién de 1982 y de 1985, y tampoco viold el principio de
seguridad juridica.
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Por ello, deben desestimarse los motivos tercero y cuarto.

Sobre los motivos quinto, sexto y séptimo, relativos a las garantias de los
préstamos de Belfin, basados en la desnaturalizacion de las pruebas aportadas
ante el Tribunal de Primera Instancia, en la falta de motivacién relativa a la

existencia de un fondo de garantia y en un error de Derecho
i

Teniendo en cuenta que todos estos motivos se refieren a los préstamos de Belfin y
a la afirmacién del Tribunal de Primera Instancia segfin la cual la garantia del
Estado cubria los préstamos que dicha sociedad habia concedido a Clabecq,
procede examinarlos conjuntamente.

Alegaciones de las partes

El Gobierno belga sostiene que la sentencia recurrida adolece de falta de
motivacién e interpreta erréneamente el concepto de ayuda de Estado en la
medida en que considera, en relacién con los préstamos de Belfin, que la garantia
del Estado cubria los préstamos que dicha sociedad habia concedido a Clabecq.

Tanto Belfin como el Gobierno belga sostienen que el escrito de 25 de junio
de 1996, dirigido por Belfin a Clabecq y que cita un acuerdo del Consejo de
Administracién de Belfin de 24 de junio de 1996, al que el Tribunal de Primera
Instancia hace referencia en el apartado 70 de la sentencia recurrida, no
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demuestra en modo alguno que la garantia concedida por el Estado belga
cubriera los préstamos de Belfin. Segiin ellos, dicho escrito confirmaba
tinicamente que se necesitaba el acuerdo del Estado para aplazar los vencimientos
de los préstamos otorgados a Belfin por sus propios prestamistas.

Belfin considera que aportd al Tribunal de Primera Instancia pruebas detalladas
que demostraban que tnicamente los préstamos otorgados a la propia Belfin
estaban cubiertos por una garantia del Estado belga.

Con caricter subsidiario, el Gobierno belga reprocha al Tribunal de Primera
Instancia que, al examinar la garantia del Estado que cubria los préstamos
concedidos a Belfin por las entidades de crédito, omitiera pronunciarse sobre la
existencia de un mecanismo de «contragarantia».

La Comisién alega que las autoridades belgas no le facilitaron ningiin dato que
pudiera justificar una interpretacién del acuerdo del Consejo de Administracién
de Belfin de 24 de junio de 1996 en un sentido distinto del que resulta de los
términos utilizados en dicho acuerdo. Afirma ademds que, en el punto 19 de su
escrito de formalizacién de la intervencién ante el Tribunal de Primera Instancia,
el Reino de Bélgica habia declarado que «los convenios de préstamos celebrados
entre Belfin y Forges de Clabecq no fueron sometidos al examen previo de la
Comision».

La Comisién sefiala que los dnicos datos que posefa a este respecto eran los
obtenidos al tramitar el procedimiento previsto en el articulo 6, apartado 4, del
Quinto Cddigo que culminé en la adopcién de la Decisién controvertida. A su
juicio, éstos son los datos que el Tribunal de Primera Instancia debia tener en
cuenta para apreciar la falta de motivacién alegada por el Gobierno belga.
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En cuanto a la presunta omisién de pronunciarse sobre la alegacién del Reino de
Bélgica relativa a la existencia de un fondo de «contra-garantia», la Comisién
alega asimismo que el Tribunal de Primera Instancia debia apreciar la eventual
conformidad a Derecho de dicho motivo tinicamente a la vista de los datos a su
disposicién en el momento de la adopcién de la Decisién controvertida. Por lo
tanto, segtn ella, el Tribunal de Primera Instancia actud legitimamente al no
acoger ese motivo, ya que los tinicos datos en poder de la Comisi6n eran los que
tenia en la fecha de la Comunicacién de 11 de octubre de 1996.

Apreciacién del Tribunal de Justicia

Aungque el Tribunal de Primera Instancia es el Ginico competente para apreciar el
valor que debe atribuirse a las pruebas (véase la sentencia de 17 de diciembre
de 1998, Baustahlgewebe/Comisién, C-185/95 P, Rec. p. 1-8417, apartado 24),
un motivo basado en la desnaturalizacién de estas pruebas es admisible en el
marco de un recurso de casacién (véase la sentencia de 2 de marzo de 1994, Hilti/
Comisién, C-53/92 P, Rec. p. I-667, apartado 42).

4

|

No obstante, en el presente caso, no se observa ninguna desnaturalizacién de las
pruebas. En efecto, aun suponiendo que los documentos presentados por el
Gobierno belga ante el Tribunal de Primera Instancia, enumerados en el
punto 110 de las conclusiones del Abogado General, puedan demostrar que la
garantia del Estado belga no se aplicaba a los préstamos de Belfin, estos
documentos no fueron enviados a la Comisién en plazo, es decir, antes de la
adopcién de la Decisién controvertida.
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Teniendo en cuenta las informaciones de que disponia la Comisién, para
desestimar la alegacion del Gobierno belga, segiin la cual los préstamos de Belfin
no disfrutaron de una garantia del Estado, el Tribunal de Primera Instancia pudo
basarse legitimamente, en el apartado 70 de la sentencia recurrida, en el escrito
de 25 de junio de 1996 dirigido por Belfin a Clabecq y anexo al escrito de 23 de
julio de 1996 enviado por SWS a la Comisién en respuesta a su peticién de
informacién de 5 de julio de 1996.

Habida cuenta de las consideraciones precedentes, es preciso declarar que, al
apreciar la legalidad de la Decisién controvertida en funcién de las informaciones
que la Comisién tenfa a su disposicién en la fecha en que adopté dicha Decisién,
el Tribunal de Primera Instancia no desnaturalizé las pruebas presentadas ante él.
Por otra parte, no se aprecia ningiin error de Derecho en el razonamiento que
realizo.

Por tanto, deben desestimarse los motivos quinto y séptimo.

El sexto motivo se refiere a la falta de motivacién de la sentencia recurrida en lo
que respecta a la alegacién, formulada en primera instancia por el Reino de
Bélgica, sobre la existencia de un mecanismo de contragarantia en Belfin que
impedia calificar de ayudas las garantias de que se trata. Sobre este particular, el
Tribunal de Primera Instancia se limité a considerar, en el apartado 70 de la
citada sentencia, que «el cardcter estatal de las garantfas de Estado tampoco
puede refutarse de manera vélida».

Esta respuesta del Tribunal de Primera Instancia no se pronuncia realmente sobre
la importante alegacién formulada por el Reino de Bélgica y no se ajusta
ciertamente a las exigencias de motivacién,
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El Tribunal de Primera Instancia no expuso las razones concretas por las que las
garantias del Estado belga presuntamente otorgadas a los préstamos obtenidos
por Belfin de las entidades financieras eran ventajas concedidas directa o
indirectamente por medio de fondos estatales, a pesar de la existencia de ese
mecanismo de contragarantia en Belfin, y se limita a declarar, en términos
generales, que no puede discutirse el caricter estatal de una garantia del Estado.

Ademds, si bien es cierto que el Tribunal de Primera Instandia debfa apreciar la
procedencia de este motivo teniendo en cuenta dnicamente los datos de que
disponia la Comisién en la fecha de la adopcién de la Decisién controvertida, la
sentencia recurrida, segiin esta redactada, no permite saber si, en efecto, el Reino
de Bélgica y Belfin habfan facilitado a la Comisién los datos pertinentes al
respecto antes de la adopcidn de la citada Decisién o si fue la falta de dichos datos
lo que llev6 al Tribunal de Primera Instancia a dictar sentencia como lo hizo.

En estas circunstancias, el Tribunal de Primera Instancia ha incumplido Ia
obligacién de motivacion que se desprende de los articulos 30 y 46, parrafo
primero, del Estatuto CECA del Tribunal de Justicia y procede anular la sentencia
recurrida en este extremo.

Sobre el recurso ante el Tribunal de Primera Instancia

Dado que el estado del litigio permite pronunciarse sobre este punto, procede
examinar el motivo invocado en primera instancia por el Reino de Bélgica,
basado en la infracciéon de los articulos 4, letra c), del Tratado CECA y 1,
apartado 2, del Quinto Cédigo.
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El Gobierno belga habia alegado en primera instancia que la garantia del Estado
para los importes recibidos en préstamo por Belfin de las entidades financieras iba
acompaiiada siempre por una «contragarantia» prestada por los destinatarios
finales de los préstamos. En efecto, segin el articulo 11 del Convenio de
accionistas de Belfin, los destinatarios estaban obligados a cotizar a un fondo de
garantia constituido en el seno de ésta. Ademas, segtin el articulo 10 del mismo
Convenio, las acciones de reembolso del Estado contra Belfin, como consecuencia
de la ejecucién de la garantia que cubria las cantidades recibidas en préstamo, se
habrian ejercitado sin superar el limite de las cantidades que integraban el fondo
de garantfa. Por ello, incluso en el supuesto de que los préstamos de Belfin
estuvieran garantizados por el Estado, en contra de lo que afirma el Gobierno
belga, esta garantia serfa a su juicio de naturaleza privada y no podria constituir
una ayuda de Estado.

No obstante, en el procedimiento administrativo que precedid a la adopcién de la
Decisién controvertida, las autoridades belgas no describieron en ningin
momento la existencia ni el funcionamiento del mecanismo de «contragarantia»
establecido por el Convenio de accionistas de Belfin y, como la Comisién recordé
acertadamente, la eventual procedencia de dicho motivo debe apreciarse
tinicamente a la vista de los datos de los que ella disponia en la fecha de la
adopcién de la Decision controvertida.

De ello se deduce que el Gobierno belga, que no facilité informaciones esenciales
a este respecto a lo largo del procedimiento administrativo, no puede reprochar
posteriormente a la Comision el haber infringido los articulos 4, letra c), del
Tratado CECA y 1, apartado 2, del Quinto Cédigo.

Por tanto, debe desestimarse el motivo invocado en primera instancia por el
Reino de Bélgica, basado en la infraccién de los articulos 4, letra ¢), del Tratado
CECA y 1, apartado 2, del Quinto Cédigo.
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Costas

A tenor del articulo 122, parrafo primero, del Reglamento de Procedimiento, el
Tribunal de Justicia decidird sobre las costas cuando el recurso de casacion sea
fundado y dicho Tribunal resuelva definitivamente sobre el litigio.

De acuerdo con lo dispuesto en el articulo 69, apartado 2, del Reglamento de
Procedimiento, aplicable al procedimiento de casacién en virtud del articulo 118
de este Reglamento, la parte que pierda el proceso serd condenada en costas, si asi
lo hubiera solicitado la otra parte.

No obstante, conforme al articulo 69, apartado 3, del mismo Reglamento, en
circunstancias excepcionales o cuando se estimen parcialmente las pretensiones
de una y de otra parte, el Tribunal de Justicia podra repartir las costas, o decidir
que cada parte abone sus propias costas.

En el presente caso, es preciso tener en cuenta el hecho de que, aun cuando no se
hayan desestimado totalmente las pretensiones del Reino de Bélgica en el
procedimiento de casacién, no se ha estimado ninguno de los motivos de
anulacién formulados por él contra la Decision controvertida. En estas circuns-
tancias, procede resolver que tanto el Reino de Bélgica como la Comisién
soportardn las costas en que hayan incurrido ante el Tribunal de Justicia.
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140 Con arreglo al articulo 69, apartado 4, parrafo tercero, del mismo Reglamento de
Procedimiento, aplicable también al recurso de casacién en virtud del citado
articulo 118, el Tribunal de Justicia podrd decidir que una parte coadyuvante
distinta de un Estado o de una institucién soporte sus propias costas. De
conformidad con dicha disposicién, procede decidir que Belfin soportard sus
propias costas.

En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Sexta),

decide;

1) Anular la sentencia del Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades
Europeas de 25 de marzo de 1999, Forges de Clabecq/Comisién (T-37/97),
en la medida en que:

— Desnaturalizo el alcance de la Decision 97/271/CECA de la Comisién, de
18 de diciembre de 1996, Acero CECA - Forges de Clabecq, que
declaraba incompatibles con el mercado comin determinadas interven-
ciones financieras en favor de Forges de Clabecq SA.
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— Adolece de falta de motivacion, infringiendo lo dispuesto en los
articulos 30 y 46, parrafo primero, del Estatuto CECA del Tribunal de
Justicia.

2) Desestimar el recurso de casacion en todo lo demas.

3) Desestimar el recurso de anulacion de Forges de Clabecq SA.
f
I

4) El Reino de Bélgica, la Comision de las Comunidades Europeas y la
‘Compagnie belge pour le financement de l'industrie SA soportaran las costas
en que hayan incurrido ante el Tribunal de Justicia. '

Puissochet Gulmann Macken

Colneric Cunha Rodrigues

Pronunciada en audiencia piblica en Luxemburgo, a 11 de septiembre de 2003.

El Secretario El Presidente de la Sala Sexta

R. Grass J.-P. Puissochet
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